PROYECTO DE DECLARACIÓN:
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE DECLARA

La necesidad de que el Poder Ejecutivo Provincial, promueva y sostenga la impugnación en sede administrativa y judicial de la Licitación Pública  para la explotación de Servicios Públicos de Transporte por automotor de pasajeros por carretera de carácter interjurisdiccional ( Res. S.T. 116/03, 12.02.2003), dada su índole violatoria de la autonomía de la provincia de Santa Fe.

Señor Presidente:

Conforme al sistema federal que nos rige, no cabe ninguna duda acerca de que todo lo referente al servicio público intraprovincial de pasajeros por automotor         ( entendiéndose por tal, el tráfico de pasajeros entre dos localidades de la misma provincia) corresponde en exclusividad a la respectiva provincia.

La Nación, por su parte, tiene jurisdicción en materia de tráfico interprovincial o interjurisdiccional, es decir, entre localidades de distintas provincias. En la práctica, estas atribuciones son ejercidas por la Nación y las Provincias mediante el otorgamiento de concesiones o permisos para la prestación de servicios de uno u otro tipo.

Sustentamos nuestro pedido en el siguiente marco normativo: 

1º - Dictamen del 02.01.1974, Expte. Nº 6068/72, del Procurador del Tesoro, Dr. Adalberto Enrique Cozzi: “...la autoridad nacional competente requerirá previa conformidad del correspondiente gobierno provincial para incluir un tráfico intraprovincial dentro de un permiso o concesión de tráfico interprovincial”.

2º- Resolución S.T. nº 374/92 ( reglamentaria del Decreto 958/92): “las modificaciones de modalidades de tráfico que afecten traficos  intraprovinciales deberán ser autorizadas explícitamente por la Secretaría de Transporte, previa conformidad de la provincias involucradas ”.

3º- Decreto 808/95 ( modificatorio del Dec. 958/92): “Cuando se amplíen las modalidades del tráfico interjurisdiccional, se requerirá autorización expresa de la autoridad de aplicación, previa conformidad de la provincia”.

4º- Resolución S.T. del 07.11.2002: “...dichas modificaciones deberán ser comunicadas a la permisionaria con una antelación de treinta días, y deberá ser acompañada por la conformidad expresa de la provincia”.

Desde otro punto de vista, las empresas de transporte interprovinciales, ya sean las llamadas “Empresas de Servicios Públicos”, como las de “Tráfico Libre”, con autorización nacional o sin ella, han invadido en la última década las principales rutas que cruzan la provincia. No hallamos razón alguna para que las empresas netamente santafesinas estén sometidas en el propio territorio provincial, y en inferioridad de condiciones, a la competencia de las empresas interprovinciales.-

Tal inferioridad de condiciones se evidencia en el terreno económico, laboral, fiscal, y en el de la regulación administrativa:

a) La desigualdad económica se manifiesta, en la desigual rentabilidad del mismo servicio entre empresas con permisos nacionales y empresas con permisos provinciales. Dado que, para las empresas de jurisdicción provincial, la ecuación económica de la explotación se sustenta íntegramente en el tráfico local, en cambio para las empresas de jurisdicción nacional, su ecuación económica se basa fundamentalmente en el tráfico interjurisdiccional.-

b) En el ámbito laboral, la desigualdad se pone de relieve en el hecho insólito de que las empresas provinciales están obligadas a pagar a su personal remuneraciones superiores en un 20% a las que pagan al suyo las empresas nacionales; a raíz de una decisión de la Secretaría de Transporte de la Provincia, dictada en 1999.-

c) En el plano fiscal, la desigualdad se evidencia en el hecho de que las empresas de jurisdicción provincial pagan impuestos provinciales ( ingresos brutos, ley 5110, patentes automotores), cosa que por supuesto no hace las empresas nacionales.-

d) Finalmente, debemos mencionar la diferente política regulatoria de la Nación y de la Provincia en la materia que nos ocupa. Los Decretos Nacionales Nº 958/92, y Nº 808/95, introdujeron, en materia de prestación y operación de servicios, el “tráfico libre”que significó “una suerte de competencia desleal normativamente establecida”.-

En base a la normativa expuesta, y siguiendo las enseñanzas de Miguel S Marienhoff ( Tratado de Derecho Administrativo T. II p. 85/86) : “Por principio, la creación de un servicio público corresponde a la jurisdicción local o provincial, pues trátase de potestades cuyo ejercicio general no fue delegado por las provincias al constituir la unión nacional...”. Por ello creemos que el llamado a “Licitación Pública de propuesta para el establecimiento de Servicios Públicos de Transporte por automotor de pasajeros por carretera de carácter interjurisdiccional ( Res. S.T. 116/03, 12.02.2003)”, resulta evidentemente violatorio de la autonomía provincial consagrada en el artículo 5 de la Constitución Nacional.-

Como legisladores santafesinos, es nuestra obligación reivindicar los tráficos provinciales para las empresas de jurisdicción provincial., oponiéndonos enfáticamente a la inclusión de tráficos intraprovinciales, en la adjudicación de servicios de transporte público de pasajeros de jurisdicción nacional, que no cuenten con el previo consentimiento del correspondiente Gobierno Provincial, por entender que ello va en desmendro de las economías de las empresas provinciales, que deben soportar el tráfico ilegal desarrollado por la gran mayoría de las empresas nacionales que atraviesan nuestro territorio, haciendo peligrar las fuentes de trabajo y el desarrollo del autotransporte regional.-

Por todo lo expuesto solicito a mis pares acompañen con su voto el presente proyecto.-

